
 

REGULACIÓN DE LAS FUENTES HÍDRICAS EN EL DEPARTAMENTO DE 

CUNDINAMARCA. 

 

 

POR 

EDGAR ANDRÉS AÑEZ ORJUELA 

 

 

 

UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 

FACULTAD DE DERECHO 

ESPECIALIZACIÓN EN DERECHO ADMINISTRATIVO 

 

 

DOCENTE ASESOR: 

PhD. DAVID GARCÍA VANEGAS  

 

 

BOGOTÁ D.C. 

2022 

  



Justificación 

Cuanto tiempo debió pasar y cuantos escenarios de necesidad tuvieron que hacerse 

visibles para que un día el agua potable salubre y al saneamiento básico se convirtieran en un 

derecho fundamental reconocido por la Organización de las Naciones Unidas, con efectos 

alrededor del mundo; Colombia no es ajena la trascendental decisión, no así por vía de 

reconocimiento en la carta magna, pues la Constitución Política nacional colombiana (1991) 

deja de lado el agua en términos de derechos individuales, de manera que se ha amparado a 

partir de la teoría de la conexidad. En este sentido, el derecho al agua ha tenido una 

evolución, hasta llegar a catalogarse como vital a partir de una tutela, en donde se precisa una 

cantidad mínima para sobrevivir. 

Ahora bien, el derecho al agua como un derecho fundamental, deberá entenderse en el 

universo del estado de derecho, esto es que, siendo fundamental, también tiene que acogerse 

al imperio de la ley. 

Para no permitir la volatilidad del análisis, y hacer tangible el ejercicio que se 

pretende con el presente artículo, resulta imperioso señalar un espacio determinado, en este 

caso, el Departamento de Cundinamarca, que, si bien goza de una evidente una riqueza 

hídrica, no es menos cierto que, en procura de su protección y conservación, urge la 

reglamentación del aprovechamiento de aguas no legalizadas en el departamento de 

Cundinamarca, pues el uso indiscriminado de las fuentes hídricas desborda en el evidente 

desperdicio de tan preciado recurso natural, y más allá, en la actualidad no se tiene un registro 

parametrizado del agua que se gasta en las vertientes hídricas del departamento.  

Así, en el marco del mandato constitucional, título I, capitulo III, desde el artículo 78 

hasta el artículo 82, se concibe al medio ambiente desde tres puntos de vista a saber; el 

primero de ellos es que se trata de un principio fundamental del ordenamiento jurídico 

colombiano, seguido de esto se tiene que es un derecho que poseen todas las personas a gozar 



de un medio ambiente sano y  por último constituye un mandato constitucional que impone 

obligaciones a cargo de las diferentes autoridades ambientales y los particulares. 

Con todo, se advierte la urgente necesidad de que el uso de las aguas, para el caso 

concreto, no autorizadas, se normalice a través de un plan de manejo ambiental, haciendo 

obligatorias las concesiones de agua e imponiendo las sanciones a que haya lugar cuando se 

haga un uso ilegal del recurso hídrico, así las cosas, tanto particulares como autoridades 

ambientales deben ponerse a la tarea de identificar y solucionar esta problemática ambiental 

que nos afecta a todos. 

Es por ello, que en este escrito se pretende analizar el derrotero de la normativa 

colombiana, desde el marco constitucional hasta las tendencias jurisprudenciales, con el fin 

de establecer qué se necesita para asegurar las medidas que permitan reglamentar el uso de 

las aguas superficiales en el departamento de Cundinamarca. 

Categorías 

Constitución Política de Colombia (1991) en el título I, capitulo III, artículos 78 a 82, 

Derecho al agua como derecho fundamental. Derecho Ambiental. Protección, conservación y 

preservación del medio ambiente. Vertientes hídricas de la región. Uso indiscriminado de la 

fuente hídrica. Aprovechamiento de aguas superficiales no legalizadas en el departamento de 

Cundinamarca. 

  



Abstract 

Justification 

How much time must have passed and how many scenarios of need had to become 

visible so that one day safe drinking water and basic sanitation would become a fundamental 

right recognized by the United Nations Organization, with effects around the world; 

Colombia is not unaware of the transcendental decision, not so by way of recognition in the 

Magna Carta, since the Colombian National Political Constitution does not state the right to 

water as an individual right, and this right has had to be protected by way of the "theory of 

connectedness", evolving in its course to be cataloged as fundamental with a guardianship 

restricted to the minimum amount necessary to survive. 

Now, the right to water as a fundamental right, should be understood in the universe 

of the rule of law that is, being fundamental, it also must abide by the rule of law. 

In order not to allow the volatility of the analysis, and to bring closer the tangibility of 

the exercise that is intended with this article, it is worth pointing out a certain space, in this 

case, the Department of Cundinamarca, which, although it enjoys an evident hydric wealth, It 

is no less true that, in pursuit of its protection and conservation, the normalization of the use 

of non-legalized surface waters in the department of Cundinamarca is urgently needed, since 

the indiscriminate use of water sources overflows in the evident waste of such a precious 

natural resource, and Furthermore, there is currently no parameterized record of the water 

used in the department's watersheds. 

Thus, within the framework of the constitutional mandate, title I, chapter III, from 

article 78 to article 82, the environment is conceived from three points of view, namely; the 

first of them is that it is a fundamental principle of the Colombian legal system, followed by 

this is that it is a right that all people have to enjoy a healthy environment and finally it 



constitutes a constitutional mandate that imposes obligations on of the different 

environmental authorities and individuals. 

All in all, there is an urgent need for the use of unauthorized surface waters, for the 

specific case, to be normalized through an environmental management plan, making water 

concessions mandatory and imposing the necessary sanctions. when illegal use of water 

resources is made, this is how things are, both individuals and environmental authorities must 

set about identifying and solving this environmental problem that affects us all. 

That is why this paper intends to analyze the course of the Colombian regulations, 

from the constitutional framework to the jurisprudential trends, to establish what is needed to 

ensure the measures that allow normalizing the use of surface waters in the department of 

Cundinamarca. 

Categories 

Political Constitution of Colombia in title I, chapter III, articles 78 to 82, Right to 

water as a fundamental right. Environmental law. Protection, conservation, and preservation 

of the environment. Watersheds of the region. Indiscriminate use of the water source. Use of 

non-legalized surface waters in the department of Cundinamarca. 
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1 Proposiciones problémicas 

1.1 Interrogativa 

¿Existe en el orden nacional y territorial norma positiva que permitan reglamentar en 

el Departamento de Cundinamarca el aprovechamiento de sus fuentes hídricas?    

1.2 Negativa 

El marco normativo existente en Colombia resulta insuficiente para evitar el uso ilegal 

de las fuentes hídricas en el Departamento de Cundinamarca. 

1.3 Afirmativa 

El uso racional de las fuentes hídricas en el Departamento de Cundinamarca no se ha 

logrado normalizar, como consecuencia vienen siendo objeto de uso ilegal. 

  



8 

 

 

2 Problema de investigación 

Siendo Colombia un Estado de derecho, y el acceso al agua un derecho fundamental, 

reflexionaremos sobre si ¿existe en el orden nacional y territorial norma positiva que 

permitan reglamentar en el Departamento de Cundinamarca el aprovechamiento de sus 

fuentes hídricas? 
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3 Hipótesis 

El derecho al agua es reconocido como derecho fundamental por la Organización de 

las Naciones Unidas, con efectos alrededor del mundo; Colombia no es ajena la trascendental 

decisión, y demanda el estado de derecho generar el escenario normativo que permita la 

dinámica (aprovechamiento) social sin perjuicio de la racionar, protejer y conservar los 

recursos naturales y el ambiente; en el Departamento de Cundinamarca, se advierte con 

urgencia la necesidad de adoptar medidas que permitan la reglamentación en tratándose del 

aprovechamiento de sus fuentes hídricas. 
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4 Objetivos 

4.1 Objetivo general 

Identificar el marco normativo, desde el orden constitucional hasta el desarrollo 

jurisprudencial, que permita a la administración la dinámica de normalización del 

aprovechamiento de las fuentes hídricas en el Departamento de Cundinamarca. 

4.2 Objetivos específicos 

• Efectuar un estudio en la Carta magna, título I, capitulo III, artículos 78 a 82 con 

relación al derecho al agua identificado como derecho fundamental en el marco del 

Derecho Ambiental 

• Analizar la protección, conservación y preservación del medio ambiente 

• Estudiar el contexto de las vertientes hídricas de la región con relación al uso 

indiscriminado de la fuente hídrica 
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5 Desarrollo marco teórico-conceptual 

Análisis de la Carta magna de Colombia en el título I, capitulo III, artículos 78 a 82 en 

el marco del Derecho Ambiental 

En el marco de lo determinado y promulgado por la Constitución Política de 

Colombia, se debe entender el derecho al agua desde dos grandes escenarios, a saber, como 

derecho fundamental y como un servicio público, que implican un desarrollo normativo y 

jurisprudencial, con aporte incluso de normas supralegales (tratados internacionales), que 

buscan garantizar que todas las personas, sin discriminar condición de raza, posición 

socioeconómica, u orientación religiosa, entre otras condiciones, tengan acceso al servicio de 

sistemas de acueducto, suficientes para suplir sus necesidades básicas, correspondiéndole al 

Estado, reglar, administrar, y prestar el servicio bajo los principios administrativos de que 

demandan un actuar eficiente, eficaz, efectivo, solidario y universal.   

Resulta necesario, a fin de tener un contexto de la norma constitucional claro para 

cimentar el argumento, observar cómo, el capítulo 1, De los derechos fundamentales, señala 

en su Artículo 13, que todos los individuos nacen con libertad e igualdad a los ojos de la 

legislación. En este sentido, tienen el derecho de ser protegidos y tratados de manera 

semejante por las autoridades. Asimismo, se conserva la igualdad en cuanto a los derechos, 

las libertades y oportunidades, donde no tiene cabida cualquier tipo de discriminación, 

independiente de su clase. De esta manera, el Gobierno debe fomentar las circunstancias 

pertinentes para que se dé una igualdad verdadera y eficiente, a la par que vela por favorecer 

agrupaciones discriminadas o marginadas, pues propende por salvaguardar a los sujetos que 

presenten alguna carencia que se traduzca en una debilidad manifiesta y sanciona cualquier 

clase de maltrato en contra de dicha población. 
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Así mismo el Título VII del Capítulo V de la Constitución (1991), identificado como 

“de la finalidad social del Estado y de los Servicios Públicos”, el papel protagónico de lo que 

se denomina el estado social de derecho y la prestación de los servicios públicos, que en 

consonancia en su artículo 365 señala que el Gobierno debe garantizar que todas las personas 

que habitan en Colombia cuenten con servicios públicos eficientes. Aunque estos últimos 

pueden ser prestados por el Gobierno –de manera directa o indirecta–, asociaciones o 

terceros, el Estado tiene la obligación de regularlos. En caso de que el Estado deba reservarse 

unas actividades estratégicas o servicios públicos particulares por cuestiones de soberanía o 

interés social (lo cual debe ser aprobado previamente), este debe otorgar una indemnización 

antes de ello a los afectados. 

En el mismo sentido, en tratándose del derecho al agua, la Carta Política nacional 

(1991), en su artículo 366, señala que el Estado debe salvaguardar el bienestar en términos 

generales de sus habitantes y de optimizar su nivel de calidad de vida. Por ello, debe velar por 

su satisfacción en lo referentes a la salud, la educación, el saneamiento ambiental y el agua 

potable. De esta manera, el gasto público social es prioritario en la proyección de planes o de 

los distintos presupuestos que se tracen el Estado o las instituciones del territorio. 

De acuerdo con la Sentencia T-578 (1992), la prestación del servicio de agua debe 

hacerse mediante redes físicas o humanas, que tangan puntos terminales en los hogares o los 

espacios de trabajo del usuario. Así, deben cumplir con el objetivo de suplir los 

requerimientos que tengan los individuos. En consecuencia, el servicio del agua se constituye 

en relación con los servicios públicos domiciliarios. 

En ese orden de ideas, el artículo 367 de la Carta Política (1991) desarrolla el asunto 

al siguiente tenor: para empezar, le legislación se encarga de delimitar las atribuciones y 

obligaciones referentes a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, cuál es la 

cobertura, si es de calidad, cómo se financia y de definir las tarifas, donde no solo se 
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considera el costo, sino aspectos más humanos. Cuando las circunstancias en los municipios 

favorezcan que las entidades departamentales presenten los servicios públicos domiciliarios, 

se llevará a cabo de este modo. 

Como se ha mencionado, la legislación se encarga de definir cuáles instituciones son 

las responsables de establecer las tarifas. Desde otra orilla, como se señaló anteriormente, el 

agua y el acceso a ella, se concibe dentro de los derechos fundamentales, así lo reconoció la 

Corte Constitucional en sentencias T-578 de 1992 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), T- 

140 de 1994 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-207 de 1995 (M.P. Alejandro Martínez 

Caballero) , y Sentencia T-740 de 2011 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), esta última en 

la que especialmente se concluyó: “derecho fundamental al agua-concepto y fundamento”. 

De acuerdo con lo expuesto, el agua es concebida como uno de los derechos 

fundamentales. En ese sentido, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales lo 

definió en términos del derecho que cada sujeto tiene de tener a su disposición agua en la 

cantidad y calidad necesarias, con accesibilidad y asequibilidad, ya sea para uso de la persona 

o del hogar. Cabe añadir que el agua es un componente básico para los seres humanos, en 

tanto que es vital para su supervivencia. Por ello, en Colombia y su ordenamiento jurídico, el 

agua se plantea desde dos perspectivas: primero, en términos de los derechos fundamentales, 

y segundo, en tanto servicio público. De este modo, los ciudadanos deben contar con la 

posibilidad de acceso a un servicio de acueducto con propiedades adecuadas, en donde el 

Gobierno se encarga de coordinar, encaminar, regular y asegurar que se preste dicho servicio 

d manera eficiente, universal y solidaria. 

Como se advierte en el antecedente, el derecho y acceso al agua, tiene reconocimiento 

y garantías desde, incluso el ámbito internacional, pues esta normatividad, de acuerdo con el 

artículo 93 de la Constitución, se erige como normas con rango constitucional que sirven 
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como rutas de interpretación de los derechos que hacen parte del sistema jurídico 

colombiano. 

Ahora bien, el Estado debe garantizar los derechos individuales a los asociados, así 

también los derechos colectivos, situación que demanda una debida diligencia en la 

regulación del aprovechamiento, uso y transformación, para el caso que nos ocupa, del 

recurso hídrico.  

Es en este escenario que resulta relevante la dinámica de los artículos 79 y 80 de la 

Carta Magna (1991). Por su parte, el artículo 79 refiere que todos los habitantes de Colombia 

tienen el derecho de disfrutar de un ambiente sano. De este modo, la legislación debe 

garantizar que la comunidad participe en la toma de decisiones que la impacte de manera 

directa. También, el Gobierno tiene que salvaguardar tanto el carácter diverso como el 

íntegro del ambiente, mientras busca que se conserven las áreas que cuentan con una 

relevancia ecológica particular y favorecer espacios en los que la sociedad se educa para 

cumplir los objetivos trazados. 

En cambio, el artículo 80 expone que el Gobierno tiene la obligación de planificar 

cómo se manejan y aprovechan los recursos del medioambiente, en aras de que se garantice 

su evolución sostenible, se conserven, restauren o sustituyan. De manera similar, tiene que 

enfocarse en proponer medidas de prevención y control del deterioro del ambiente, establecer 

una serie de sanciones y requerir que se reparen los daños hechos. Por último, debe trabajar 

en conjunto con otros países para proteger el hábitat en las fronteras. 

Como resulta de bulto, la complejidad de la administración del recurso, frente al 

reconocimiento del derecho, demandó del Estado la consolidación de normas regulatorias 

robustas, estas que logren conjurar las talanqueras y retos que emergen constantemente en el 

desarrollo social, cultural y económico de las regiones a fin de garantizar el consumo, uso y 

aprovechamiento racional del recurso hídrico, causando la menor afectación al ambiente.  
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Desde la orilla de la autoridad ambiental y del desarrollo social, económico y cultural, 

corresponde a las administraciones identificar los recursos normativos que permitan la 

gobernabilidad de las comunidades respecto de sus derechos en igualdad, que garantice el 

menor impacto al ambiente.   

Ahora bien, como fundamentos legales, en tratándose de las competencias nacionales 

y regionales  debemos referir que en atención al artículo 31 de la Ley 99 de 1993, es 

competencia de las autoridades ambientales regionales, entre otras, ejercer como máxima 

autoridad ambiental en su jurisdicción, de acuerdo con las normas de carácter superior, 

sumado a criterios y directrices emitidas por el ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, también, asumir las funciones de evaluación, control, y seguimiento ambiental de 

los usos del agua, el aire, el suelo y los demás recursos renovables, así como de hacer 

mandatorio y ejecutar cualquier clase de acción de sanción, sin entrar en contravía con otras 

normativas, contra las violaciones referentes a proteger el medioambiente y los recursos de la 

naturaleza. 

Que por esencia la Ley 1333 de 2009 (Por la cual se establece el procedimiento 

sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones), es una norma de carácter procesal, 

como se indica en su epígrafe, de manera tal que es una norma de obligatorio cumplimiento 

por parte de las autoridades ambientales competentes, tal y como se establece en el artículo 

13 del Código General del Proceso (Ley 1564, 2012), la norma procesar corresponde al 

derecho público y el orden público, en ese sentido, es mandatorio que se cumpla, existe la 

imposibilidad de que se derogue, modifique o sustituya, a menos que se haya medido así. Que 

el artículo 1 de la Ley 1333 de 2009, determina que la titularidad de la potestad permisiva  y 

sancionatoria en materia ambiental se encuentra en cabeza del Estado, sin perjuicio de las 

competencias legales de otras autoridades, a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
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Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, las de desarrollo sostenible, 

las unidades ambientales de los grandes centros urbanos, entre otras. 

Que dan soporte normativo a la administración, y desarrollo de derechos y 

obligaciones del recurso hídrico en Colombia normas tales como:  

• Ley 373 de 1997, que estableció el programa para utilizar de manera eficaz el agua 

y ahorrarla; la cual modificó la Ley 812 de 2003, con la que se aprobó el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003-2006. 

• Ley 99 de 1993. A partir de esta normativa, se creó el Ministerio del Medio 

Ambiente, se reordenó el Sector Público que se encarga de gestionar y conservar el 

medioambiente y los recursos de la naturaleza con carácter renovable; además de 

organizar el Sistema Nacional Ambiental y demás. Cabe añadir que en sus artículos 

10, 11, 24 y 29 se aborda lo referente a la prevención y el control de la 

contaminación de las aguas. Documento CONPES 1750 de 1995 políticas de 

manejo de las aguas. 

• Ley 9 de 1979 o Código Sanitario Nacional. Es preciso añadir que las leyes 

dirigidas a salvaguardar los atributos del agua en sus distintas funciones. Por 

ejemplo, el artículo 3 señaló que se considera el control sanitario del agua que 

consumen las personas, que se emplea en los hogares, que se conserva para 

preservar la flora y fauna, que se utiliza en actividades agrícolas y pecuarias, 

cuando tiene fines creativos, si hace parte de procesos industriales o se relacionan 

con el transporte. Así, los artículos 51-54 resaltan lo propio del control y la 

prevención cuando se trata de agua que consume la población. El artículo 55 

explora lo relacionado con las aguas superficiales y los artículos 69-79, con la 

potabilización de agua. 
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• Resolución 769 de 2002, con la que se dictaron ciertas disposición en aras de 

aportar a proteger y en la sostenibilidad de los páramos. Para ello, el Ministerio del 

Medio Ambiente empleó las facultades que le fueron otorgadas en otras 

normativas. 

• Decreto 1311 de 1998, que reglamentó el literal G del artículo 11, perteneciente a 

La ley 373 de 1997. 

• Decreto 475 de 1998, que expidió las normas técnicas de calidad del agua potable. 

• Decreto 3102 de 1997. Este decreto reglamentó el artículo 15 de la Ley 373 de 

1997, que apunta a emplear maquinaria y sistemas que consuman poca agua. 

• Decreto 901 de 1997, en el que se destacan las tasas retributivas por verter líquidos 

puntuales a los distintos cuerpos de agua. 

• Decreto 605 de 1996, el cual reglamentó los procesos que se llevan a cabo para 

hacer potable el agua que va a ser consumida por las personas y su respectiva 

distribución. 

• Decreto 1700 de 1989, que creó Comisión de Agua Potable. 

• Decreto 2314 de 1986. Este decreto se enfoca en la concesión del agua. 

• Ley 79 de 1986, el cual centra en conservar y proteger los recursos hídricos. 

• Decreto 1594 de 1984 o norma de vertimiento de residuos líquidos. En los artículos 

1-21 se definen los conceptos que se necesitan aclarar al respecto. En los artículos 

22-23 se da el ordenamiento del recurso agua. En el artículo 29, se mencionan los 

usos del agua. En los artículos 37-50, se enuncian los parámetros que debe cumplir 

el agua para considerarse de calidad. En los artículos 60-71, se aborda el 

vertimiento de los residuos líquidos. En los artículos 72-97, se expone la variedad 

de normas de vertimientos. En el artículo 142, se habla de las tasas retributivas. 
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Finamente, en el artículo 155, se aluden los procesos pertinentes cuando se toman y 

analizan muestras. 

• Decreto 2105 de 1983, que reglamentó de manera parcial la Ley 9 de a 1979, en 

cuestiones de potabilizar el agua que consumen los habitantes de Colombia y su 

suministro. 

• Decreto 2857 de 1981 o la ordenación y protección de cuencas hidrográficas. 

• Decreto 2858 13 de 1981, con el que se reglamentaron de manera parcial el artículo 

56 del Decreto Ley 2811 de 1974 y se modificó el Decreto 1541 de 1978. Cabe 

añadir que su sexto artículo se expusieron los parámetros que se necesitan cumplir 

para alcanzar concesiones de agua, hasta por veinte años.  

• Decreto 1681 de 1978, referente a los bienes hídricos, que se derogó de forma 

temporal por la Ley 13 de 1990, menos algunos artículos que aún cumplen con la 

norma. 

• Decreto 1541 de 1978, dirigido a las aguas continentales. En sus artículos 44-53, se 

describen las cualidades de las concesiones. En los artículos 54-66, se habla de la 

serie de procedimientos necesarios para brindar concesiones de agua superficiales 

y subterráneas. En los artículo 87-97, se abortan los proceso de explotación de 

materiales de arrastre. En los artículos 104-106, se trabaja lo relacionado con la 

ocupación de los cauces y sus respectivos permisos. En cambio, en el artículo 211, 

se plantean los protocolos de control de vertimientos. Los artículos 220-224, alude 

a verter el agua para usarse en casa o en el municipio. En el artículo 225, se hace 

mención del vertimiento en la agricultura. En los artículos 226 a 230, se hace lo 

propio en el caso de la industrial. Finalmente, el artículo 231 plantea una 

reglamentación general de vertimientos. 
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• Decreto 1449 de 1977, en donde se proponen las disposiciones referentes con 

conservar y proteger tanto el agua como el bosques, la fauna terrestre y acuática. 

• Decreto 2811 de 1974 o el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y 

de Protección al Medio Ambiente. 
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6 Análisis y conclusión 

Con miras despejar el interrogante planteado en el desarrollo del presente artículo, 

resulta necesario señalar, previo la exposición de desarrollo normativo, que el sistema natural 

de riego hídrico del Departamento de Cundinamarca, las aguas superficiales llegan por once 

cuencas hacia dos regiones hidrográficas, a saber: río Magdalena y río Meta. El sistema 

hidrográfico del río Magdalena recibe las aguas del sesenta y ocho por ciento del total del 

territorio del departamento, constituida por el flanco occidental de la cordillera y el altiplano 

de Bogotá; de esta hacen parte las cuencas de los ríos Bogotá, Negro, Sumapaz, Magdalena, 

Minero y Ubaté, este sistema hídrico abastece la demanda de los sectores en el uso de agua 

para la actividad agrícola, pecuaria, piscícola, minera e hidrocarburos, energía, industria 

manufacturera, doméstico, comercio y servicios; es importante identificar como el agua 

responde a un recurso vital, y como se observa, si bien el recurso tiene importantes bastiones 

normativos que propenden por su conservación, racionalización y acceso, también es 

importante señalar que la informalidad del uso y el abuso de las fuentes hídricas, derivado del 

uso indiscriminado del suelo, la deforestación y las malas prácticas agropecuarias, ponen en 

riesgo la administración y disposición del vital líquido, así el derecho de acceso al mismo.   

Obsérvenos como, sumado al impacto de las actividades ganaderas y agrícolas sobre 

nacimientos, arroyos y quebradas en el departamento de Cundinamarca, encontramos que la 

constante descarga de aguas residuales sobre las fuentes hídricas del departamento conlleva la 

destrucción o afectación negativa de la actividad biológica en el agua por la descarga de 

compuestos contaminantes, la afectación que genera desbalance de oxígeno en el agua por 

agentes que absorben el oxígeno disuelto (Demanda Bioquímica de Oxigeno) o impiden la re 

oxigenación de la misma (aceites, grasas, detergentes), la suma de altas concentraciones de 

material solidos inertes o disueltos los cuales afectan el sistema biótico de la fuente. 
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(Documento - Estado del recurso hídrico en la cuenca del río seco y otros afluentes al 

Magdalena, en términos de calidad y cantidad. 2018 Corporación Autónoma Regional De 

Cundinamarca CAR)      

No resulta de menor envergadura el escenario analizado, pues si bien, el Estado a 

realizado ingentes esfuerzo en el fortalecimiento del sistema normativo nacional y regional, 

no es menos cierto que la gobernabilidad y activación de aquellas cartas de navegación 

normativa no resultan aplicadas, pues salta a la vista la anarquía en el desarrollos social, 

económico y cultural en tratándose de la administración del recurso hídrico, lo dice así el 

evidente estado de contaminación de las aguas de las vertientes del Departamento de 

Cundinamarca, la disminución de caudales en ciclos de verano, actividad en crecimiento de 

ganadería expansiva, la desecación de humedales, las cada vez más recurrentes adecuaciones 

a los cauces de los ríos para evitar inundaciones en periodos de invierno, que demuestran una 

dinámica como consecuencia de la actividad social que impacta sensiblemente la naturaleza y 

condición de los recursos hídricos en el departamento.  

Con todo, luego del recorrido expuesto en el discurso del presente artículo, haciendo 

uso del método deductivo, partiendo de conceptos generales, pretendo cimentar en lo 

particular de la condición del departamento de Cundinamarca, respecto de la administración 

del recurso hídrico, pues si bien desde el escenario internacional y constitucional se reconoce 

el derecho fundamental de acceso al líquido vital, las dinámicas y condiciones sociales 

particulares de un territorio hacen que, aun existiendo un robusto complejo normativo 

desarrollando el derecho y por allí mismo las obligaciones derivadas de él, por razones de 

gobernabilidad que no es el caso entrar a señalar, no se logra. 

Como conclusión me permito señalar que Colombia es un estado social de derecho y 

en su naturaleza, desde la óptica normativa ha desarrollado las garantías normativas para 

brindar acceso positivo al recurso hídrico a sus asociados, aun así, la precaria capacidad de 
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gobernanza ha dejado mutilada a la fecha, la posibilidad de ejercer derechos y garantizar el 

cumplimiento de obligaciones en los territorios, para el caso el Departamento de 

Cundinamarca, que sin necesidad de ahondar en diagnósticos y reportes oficiales, presenta un 

alto déficit de administración del recurso hídrico. 

En consecuencia, previo la exposición que antecede, frente al interrogante ¿existe en 

el orden nacional y territorial norma positiva que permitan reglamentar en el Departamento 

de Cundinamarca el aprovechamiento de sus fuentes hídricas?  Debo señalar que si existe un 

robusto cuerpo normativo que, frente a una firme capacidad de gobernanza, permitiría 

reglamentar y administrar en el Departamento de Cundinamarca el aprovechamiento de sus 

fuentes hídricas. 
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